FORMULA DENUNCIA
Excelentísima Cámara:


Alejandro Bodart, Diputado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por el Movimiento Socialista de los Trabajadores (MST), DNI Nº 16.507.098, con domicilio real en la calle Tucumán Nº 1581 piso 1º oficina 14 de esta Ciudad, me presento y digo:

OBJETO:
Que vengo por el presente en los términos del artículo 174 y cctes. del Código Procesal Penal de la Nación Argentina a interponer formal denuncia contra el Subsecretario de Trabajo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Cdor. Ezequiel Sabor; el Director Ejecutivo de la Agencia Gubernamental de Control, Juan José Gómez Centurión, y/o contra aquel que resulte responsable por la posible comisión del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público y abuso de autoridad, tal como lo prevé el art. 248  del Código Penal de la Nación.
HECHOS:
En fecha 10 de julio de 2013 el Jefe de Gobierno de la Ciudad, Ing. Mauricio Macri, dictó el Decreto Nº 272/13, cuyo artículo 1º dice: "Instrúyase a la Agencia Gubernamental de Control y a la Subsecretaría de Trabajo dependiente del Ministerio de Desarrollo Económico a la celebración de los acuerdos específicos necesarios para la ejecución integral por parcela de la función inspectiva por parte de la Agencia mencionada en primer término, en el área de sus funciones, debiendo coordinarse las responsabilidades y competencias propias de cada uno de los organismos involucrados."
Entre sus considerandos, el decreto refiere la supuesta intención de "mejorar la eficiencia y la eficacia de su gestión" y señala que "resulta ocioso el ejercicio simultáneo y con los mismos fines sobre un mismo objeto". Como señalaremos más adelante, es posible que exista un mismo objeto de inspección y quizás simultaneidad en determinados operativos, pero de ninguna manera existen los mismos fines ya que las funciones de ambos organismos están claramente diferenciadas por su normativa específica.

Dicho decreto firmado por el jefe de gobierno, no obstante constituye la obvia habilitación política para la Resolución RESFC-2013-1-AGC que aquí estamos cuestionando, instruye a celebrar acuerdos para realizar inspecciones por parcela (o sea, a un mismo agente económico) por parte de la Agencia, pero en el área de sus funciones. Es decir, no le delega a la AGC nuevas u otras funciones que las que ya tiene. A mayor fundamento, el citado decreto se limita a hablar de "coordinar las responsabilidades y competencias propias" de ambos organismos y es preciso en cuanto a disponer la ejecución por parcela, pero siempre dentro de las funciones de la Agencia.

En vista de dicho Decreto 272/13, en fecha 29 de julio de 2013 el Director Ejecutivo de la AGC (Gómez Centurión) y el Subsecretario de Trabajo (Sabor) dictan la mencionada Resolución RESFC-2013-1-AGC, cuyo artículo 3º dispone la transferencia de la totalidad del Cuerpo de Inspectores del Trabajo -antes lógicamente dependiente de la Subsecretaría- a la órbita de la Agencia, más precisamente a su Dirección General de Fiscalización y Control (DGFyC), en un marco de delegación de funciones del poder de policía laboral en favor de este último organismo. Cabe aclarar que la AGC es un ente autárquico descentralizado dentro de la órbita del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
La delegación de funciones del poder de policía laboral mediante una simple resolución administrativa es contraria a la ley, toda vez que según su propia ley de creación Nº 2.624 la Agencia Gubernamental de Control carece de competencia legal para realizar inspecciones de policía del trabajo.
De este modo, mediante la resolución dictada en detrimento de disposiciones legales vigentes, el Poder Ejecutivo de la Ciudad pretende desarticular o desmantelar el Cuerpo de Inspectores de la Subsecretaría de Trabajo, dejando en los hechos al conjunto de las trabajadoras y trabajadores de la Ciudad desamparados y a merced de toda suerte de irregularidades e ilegalidad laboral.

Ninguna competencia ni idoneidad profesional tiene la Dirección General de Fiscalización y Control, perteneciente a la AGC, acerca de la normativa laboral vigente a nivel local, nacional e internacional, su interpretación, aplicación, control y debida fiscalización.

No se trata de cuestiones meramente formales, sino nada menos que del correcto ejercicio del poder de policía del Estado ante problemáticas tales como el empleo en negro y otras formas de precarización laboral; el trabajo infantil; la seguridad e higiene en las obras de construcción y demás lugares de trabajo; la trata de personas, los talleres clandestinos y el trabajo esclavo; flagelos sociales todos ellos lamentablemente hoy presentes en nuestra Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Lo cierto que la AGC no se encuentra habilitada para realizar inspecciones laborales. Claramente, entonces, se ha dictado una resolución contraria a las leyes Nº 265 y 2.624 de la Ciudad, al art. 75º inc. 22 de la Ley Suprema - Convenio 81 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

Asimismo la resolución mencionada, al delegar objetivamente parte del poder de policía del trabajo y transferir el Cuerpo de Inspectores del Trabajo al Ministerio de Seguridad y Justicia, violenta el art. 21 de la Ley de Ministerios 1.925 (Boletín Oficial N° 2405) que crea el Ministerio de Producción otorgándole, en el apartado J, facultades para participar en la formulación e implementación de políticas de control de las normas vinculadas con la protección y regulación laboral, ejerciendo el poder de policía. Leyes posteriores de modificación de las estructuras ministeriales, como la Ley 2.506 y la Ley 4.013, así como todos sus decretos reglamentarios, siempre han mantenido el poder de policía laboral en la órbita de la autoridad administrativa del Trabajo.

Asimismo la resolución cuestionada, como se dijera antes, resulta contraria a la Ley 265, que con meridiana claridad establece las funciones de policía del trabajo. Tales funciones deben ser efectivizadas por el Cuerpo de Inspectores propio de la autoridad administrativa del Trabajo, que hasta ahora revistaba en la Dirección General de Protección del Trabajo (DGPDT), dependiente de la Subsecretaría. Dicho en otras palabras: lo DGPDT no cumple sus funciones sino a través de su cuerpo de inspectores.

Resulta a todas luces ilegal, ilegítimo e irregular el que mientras el poder de policía laboral en la Ciudad se mantiene históricamente en una misma área, el cuerpo de inspectores idóneo, capacitado profesionalmente y a través del cual se ejerce precisamente esa tarea de fiscalización específica sea transferido a la órbita de otro organismo ajeno a dichas funciones.
Por otra parte, con las medidas cuestionadas se vulnera el derecho a la protección de todos los trabajadores y trabajadoras de la Ciudad, ya que sin perjuicio de la falta de competencia de la AGC conforme lo expuesto, se desmantela el servicio de inspección de trabajo, órgano especializado creado por ley a fin de garantizar dichos derechos previstos en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en los arts. 43 a 45 de la Constitución de la Ciudad, en los Convenios Internacionales ratificados por la República Argentina y la Ley nacional 25.877.

La citada Ley 265 establece las funciones y atribuciones que debe desarrollar la Autoridad Administrativa del Trabajo de la Ciudad de Buenos Aires, en ejercicio del poder de policía conferido por el artículo 44 de la Constitución de la Ciudad. De ese modo, la Disposición 81-DGPDT-2003 conformó el Cuerpo de Inspectores de la Dirección General de Protección del Trabajo (DGPDT).
El artículo 3º de la Ley 265 es claro cuando dispone: “A los fines de la fiscalización y control del cumplimiento de las normas relativas al trabajo, la salud, higiene y seguridad en el trabajo, la Seguridad Social y las cláusulas normativas de los convenios colectivos de trabajo, la Autoridad Administrativa del Trabajo, a través de sus agentes o inspectores, tiene facultades suficientes…”
Detengo aquí el relato del artículo citado para dejar expresamente aclarado que la autoridad administrativa del trabajo solo a través de sus agentes o inspectores propios tiene facultades legales suficientes para realizar sus funciones. Esto demuestra claramente que la Dirección General de Protección del Trabajo debe tener un cuerpo propio de inspectores con competencia específica en la materia, no autorizando ninguna delegación ni transferencia de tales funciones.

En similar sentido, la Ley 265 establece: "La función inspectora será desempeñada por funcionarios del Cuerpo de Inspectores de Trabajo de la Ciudad de Buenos Aires, el cual estará integrado por agentes especialmente capacitados para el desempeño de la función." (art. 6)
"Los inspectores de trabajo revisten la calidad de autoridad pública y están autorizados para realizar inspecciones de oficio, por denuncia o a petición de persona interesada." (art. 7)
"La Autoridad Administrativa del Trabajo es la encargada de promover y llevar las actuaciones que correspondan por verificación de incumplimiento de las normas legales y convencionales del trabajo y la Seguridad Social, mediante el procedimiento que se determina en ésta norma y aplicar las sanciones que en esta ley se establecen." (art. 8)

El dictado de la resolución firmada por el titular de la AGC y el Subsecretario de Trabajo excede abiertamente las facultades de ambos funcionarios, resultando contraria a la Ley 265, a la Ley 2.624, leyes fundamentales de la Ciudad y de la Nación, y pactos internacionales, ya que toma como fundamento el Decreto 272/13 cuya letra -más allá de su intencionalidad política- no otorga facultades para delegar funciones ni transferir personal.

A mayor abundamiento, destaco que el artículo 3º de la Ley 2.624 limita explícita y taxativamente las materias de competencia de la AGC:
La Agencia Gubernamental de Control entiende en las siguientes materias:

a. Seguridad, salubridad e higiene alimentaria de los establecimientos públicos y privados.

b. Habilitaciones de todas aquellas actividades comprendidas en el Código respectivo, que se desarrollan en la Ciudad así como el otorgamiento de permisos para aquellas actividades llevadas a cabo en dominios de uso público y privado con excepción de lo previsto en el artículo 6°, inciso f) de la presente ley.

c. Obras civiles, públicas y privadas, comprendidas por el Código de la Edificación y que no estén regidas por una ley especial.
Concretamente, entonces, la AGC se encuentra inhibida de ejercer los controles establecidos en los incisos a) y b) del artículo 2º de la Ley 265.
A su vez el ejercicio del poder de policía del trabajo es irrenunciable por imperio del art. 44 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires: “La Ciudad… Ejerce el poder de policía del trabajo en forma irrenunciable, e interviene en la solución de los conflictos entre trabajadores y empleadores…”
Por otra parte, los aludidos pactos internacionales contienen cláusulas especificas que resguardan y protegen la función del inspector del trabajo, lo jerarquizan, establecen las funciones y competencias de la inspección del trabajo, ordenando a los Estados partes normas de fondo y de forma sobre dicha tarea (Convenio 81 OIT).

Por lo expuesto, la resolución que delega y transfiere funciones de control del trabajo a una agencia autárquica, suscripta por los titulares respectivos, es contraria a la ley fundamental de la Ciudad, a leyes oportunamente sancionadas por la Legislatura de la Ciudad, así como a pactos y compromisos internacionales asumidos por la Ciudad.

La resolución impugnada también violenta jurídicamente la Ley de Ministerios pues es el de Desarrollo Económico quien tiene facultades para participar en la formulación e implementación de políticas de control de las normas vinculadas con la protección y regulación laboral, ejerciendo el poder de policía del trabajo.
Sostengo SS que, a mi leal saber y entender, dicha delegación de funciones y transferencia de la totalidad del Cuerpo de Inspectores del Trabajo -único medio legal permitido- debería en todo caso ser mediante ley, conforme no sólo a las leyes que dieron funciones a ambos organismos involucrados sino a la tutela de rango constitucional que tienen la función y el cargo de inspector del trabajo.
Según el Convenio 81 OIT: "Las Funciones del puesto de INSPECTOR DEL TRABAJO consisten en realizar las actividades propias de su función profesional específica, con un alto grado de responsabilidad y autonomía para la toma de decisiones y/o la formulación de recomendaciones a sus superiores inmediatos en lo relativo: a) Inspección de establecimientos, b) Fiscalización, control y sanción por incumplimientos de las normas relativas al trabajo, la Seguridad Social y las cláusulas normativas de los convenios colectivos de trabajo; Verificar la documentación laboral volcada en los diferentes soportes utilizados para tal fin (libros u hojas móviles, planillas horarias, microfichas, etc.), como así también la correspondiente a las Leyes 19.587, 24.557, Decreto 351/79 y Resoluciones de la SRT, c) Intimación por infracciones observadas, d) Participación en operativos o allanamientos pudiendo estos, eventualmente, estar a cargo del mismo, e) Garantizar la tutela de los menores en el trabajo y hacer aplicación estricta de las normas de prohibición del trabajo infantil. Cuando los inspectores de trabajo, en uso de sus facultades constaten la utilización de trabajo infantil, debemos comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Secretaría de Promoción Social, a efectos de tomar intervención para la protección de los menores involucrados, f) Entrar libremente, y sin notificación previa, a cualquier hora y en el momento que así lo crean conveniente, en todo establecimiento situado en el territorio de la Ciudad, g) Entrar en cualquier lugar cuando existan presunciones graves e indicios suficientes de actividad laboral. h) Exigir la exhibición de libros y registraciones contables que la legislación dispone llevar, y obtener copias o extractos de los mismos y requerir la colocación de los avisos e indicaciones exigibles, i) disponer la clausura de aquel establecimiento en el que se encontraren menores y mujeres cumpliendo trabajo prohibido, j) interrogar ante testigos al empleador y al personal, k) labrar actas de todo lo actuado en orden a las facultades de inspección conferidas, l) los inspectores están habilitados para requerir directamente el auxilio de la fuerza pública a los fines del cumplimiento de su cometido."
Es decir, dentro del ámbito específico de la DGPDT, les cabe como tarea a los inspectores del trabajo intervenir en actuaciones administrativas y complementarias a su actividad profesional, como: a) Confección de las actas de inspección considerando las normas supuestamente infringidas detectadas en sitio, b) Capacitar o asesorar a terceros en cuanto a las normas y procedimientos vigentes, sin perjuicio de la respectiva función punitiva por infracción a las referidas normas, c) Coadyuvar a la tutela de los menores en el trabajo, d) La resolución, con criterio propio, de problemas que se suscitan en los mismos y la formulación de recomendaciones a la superioridad ya sea para el progreso del acto inspectivo propio o futuros.

Como un hecho vinculado a estos temas que hacen a la seguridad laboral, cuya falta ha generado un conflicto en curso en las dos nuevas estaciones de subterráneo de la Línea B, agrego que según el diario Ámbito (http://www.ambito.com/noticia.asp?id=699731), la empresa concesionaria Metrovías afirma en un comunicado de prensa que las "condiciones de seguridad están certificadas por la Dirección General de Protección del Trabajo luego de realizar una inspección el día 25 de julio de 2013…" Dicha "inspección", cuyas actas hasta ahora no son públicas y por ende se desconoce si el personal actuante era o no idóneo, se realizó pocos días después del Decreto 272 y pocos días antes de la Resolución 1 de la AGC y la Subsecretaría de Trabajo, cuando el gobierno porteño ya tenía la decisión política de transferir el Cuerpo de Inspección del Trabajo.
DERECHO:
Esta parte entiende que, conforme las conductas de los denunciados, se habría cometido el delito contemplado y reprimido en el artículo 248 del Código Penal de la Nación.

Es así que conforme las conductas antes descriptas, es dable recordar lo establecido por el art. 248 del Código Penal de la Nación en cuanto dispone: “Será reprimido con prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial por doble tiempo, el funcionario público que dictare resoluciones u órdenes contrarias a las constituciones o leyes nacionales o provinciales o ejecutare las órdenes o resoluciones de esta clase existentes o no ejecutare las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere.”
Analizadas las acciones, y al amparo del Dto. 272, que -reiteramos una vez más- no otorga facultades para delegar funciones ni transferir personal, en su Resolución los titulares de la AGC y la SSTR exceden sus facultades, resultando ella contraria a las leyes 265, 1.925 y 2.624 de la Ciudad, a la Ley nacional 25.877, al art. 14 bis de la Constitución Nacional, a los arts. 43 a 45 de la Constitución de la Ciudad, al Convenio 81 de la OIT (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional) y a otras normas de rango local, nacional e internacional.
“Al respecto se ha sostenido que el tipo penal está destinado a sancionar el dictado, por parte de funcionarios de relevancia, de resoluciones u órdenes contrarias a las constituciones o leyes nacionales o provinciales, o la inejecución de las leyes cuyo cumplimiento le incumbiera, y no el mero incumplimiento de funciones administrativas. Es un delito de omisión consistente en no hacer lo que la ley manda en razón de su cargo, traicionando la confianza depositada en él por el pueblo o alguno de los poderes públicos”. (C.C.Corr.Fed., sala II, Zambianchi, C.A. y otros", B.J., N°1, enero-abril 1986, p.159).

La norma penal prevé tres supuestos, como ser:

1. Cuando el funcionario dicta resoluciones u órdenes contrarias a la Constitución o a las leyes nacionales o provinciales;

2. Cuando ejecute las órdenes contrarias a dichas disposiciones y;

3. Cuando no ejecute las leyes cuyo cumplimiento le incumba.

Entiendo que la Resolución RESFC-2013-1-AGC se encuentra perfectamente retratada por el primer y segundo supuestos, toda vez que -como ya se dijera anteriormente- se ha dictado en detrimento de la leyes 265 y 2624, pactos internacionales y leyes fundamentales de la Ciudad y de la Nación.

PETITORIO:
Solicitamos que se nos tenga por interpuesta la presente denuncia en los términos del artículo 174 del Código de rito.

Solicitamos que se remita la presente al Juzgado en turno.

Solicitamos que, luego de ello, se cite a declarar en los términos del artículo 294 a la totalidad de los denunciados.





Proveer de Conformidad





      SERÁ JUSTICIA
